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En Brasil, los peritajes antropológicos para regularizar territorios de pueblos 

indígenas y afrodescendientes han sido atacados últimamente. Aunque en 

la antropología haya una preocupación por el papel de esos estudios como 

instrumento colonial del Estado, es fundamental hacer un análisis del lugar y 

la función que desempeñan en situaciones históricas específicas. Por medio 

de una descripción de la situación de disputa territorial en el país, articulada 

a un análisis sobre los peritajes, veremos que en efecto representan obstácu-

los para el mantenimiento y la reproducción de ciertas estructuras de poder.
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The Place of Anthropological Expertise for Territorial Rights of 
Indigenous Peoples and Afrodescendant Communities in Brazil

Lately, in Brazil, anthropologic studies for the regularization of indigenous and 

afrodescendant peoples’ territories have been attacked. Although there is a 

concern within the discipline about the role of such studies as a colonial ins-

trument of the State, it is fundamental to analyze their role and place in spe-

cific historical conditions. By describing the territorial dispute situation in the 

country, articulated to an analysis of the anthropological expertises, we will 

see that these represent obstacles against the maintenance and reproduction 

of certain power structures.
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Introducción

En Brasil, desde 2000, los informes técnicos y peritajes antropológicos para la 
regularización de territorios de pueblos indígenas y afrodescendientes han 

sido atacados por terratenientes del agronegocio. Hay que recordar que la 
Constitución federal de 1988 establece que las tierras ocupadas por los pueblos in-
dígenas o comunidades afrodescendientes deben ser reconocidas y demarcadas por 
el Estado. Pero las demarcaciones no son automáticas, sino que responden a las 
demandas de las colectividades y a estudios que demuestren la tradicionalidad de la 
ocupación, o sea, la manera específica y particular de ocupar ese territorio. Los 
estudios deben ser de naturaleza antropológica, en esencia, aunque se complemen-
ten con estudios históricos, ambientales y documentales. El informe es el primer 
documento oficial para el reconocimiento de territorios étnicos que en general se 
oponen a los intereses de estancieros y empresas que intentan ocupar o disfrutar de 
estos espacios. Por otra parte, existe la preocupación de que estos estudios antropo-
lógicos puedan ser instrumentos de base colonialista, como parte de un aparato 
Estatal-colonial para lidiar con las colectividades étnicas.1

En estos términos, Fabio Mura observa que el poder colonial, que puede 
ejecutarse por medio de organismos de Estado, “obliga a determinados pueblos 
a sufrir cierto tipo de acciones en las que muchas veces el antropólogo está invo-
lucrado, directa e indirectamente”, y defiende que “hay que reflexionar sobre las 
implicaciones de los peritajes en ese tipo de contexto”, incluso sobre los efectos del 
poder sobre ese mismo contexto (Barbosa da Silva, 2015a: 196).

1 Yuri Escalante Betancourt (2012), por ejemplo, llama la atención sobre el hecho de que este instru-
mento sólo reproduce las jerarquías epistemológicas que sitúan a los antropólogos como posee-
dores del “conocimiento cultural legítimo”, reconocido por los funcionarios de la justicia.
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  Aquí analizaremos estas preocupaciones. Par-
tiremos de la situación del agronegocio en Brasil, su 
avance como fuerza política y económica, su oposi-
ción directa a los intereses y derechos de los pueblos 
indígenas y comunidades afrodescendientes, y sus 
implicaciones y relaciones con el lugar y papel de 
los peritajes antropológicos, es decir, los estudios, 
informes técnicos y dictámenes que parten del co-
nocimiento de expertos en antropología.

Es indispensable considerar y rechazar la posi-
bilidad de que esos trabajos se constituyan en un es-
pacio de habla de profesionales de la antropología en 
lugar de las colectividades. La doble situación, que co-
loca a los peritajes como problemáticos para agentes 
y agencias distintas, se presenta sobre todo a par-
tir de contextos e intereses diversos. Sin embargo, 
hay que resaltar la importancia de especificar de qué 
tipo de peritaje se habla; la situación, el origen de 
la demanda, su objetivo y la postura que asumimos 
como antropólogas en cada caso, así como el lugar 
en el que nos colocan los agentes, siempre en una 
arena de disputas (Barbosa da Silva, 2015b). Sería 
ingenuo pensar que en estas estructuras de poder ex-
tremadamente jerarquizadas, que someten a colecti-
vidades étnicas, las disputas territoriales no cuenten 
con los peritajes antropológicos como instrumentos 
que puedan frenar o al menos obstaculizar la tenden-
cia de las estructuras, como piezas que garanticen los 
derechos étnicos en un juego jurídico-estatal: “la 
estrategia de poder que el peritaje contrapone es, 
metodológicamente, la posibilidad de cuestionar, 
desde otro saber, a ese conocimiento hegemónico 
que busca imponerse, por desconocimiento o por 
desprecio y subvaloración del otro” (Valladares, 
2012: 14-15).

Sobre todo desde 2000, vemos en Brasil una 
serie de obstáculos para garantizar los derechos de 
los pueblos y comunidades étnicas, en particular el 
derecho más apremiante en términos sociopolíticos: 
el territorial. En este marco, los peritajes antropo-
lógicos que demuestran cómo estas colectividades 

ocupan y aprovechan el territorio son más que for-
mas de cuestionar visiones hegemónicas de saber. 
Uno de los efectos clave es la contestación de los 
terratenientes y empresarios que poseen la tierra. 
Al tratarse del principal instrumento legal en los 
procesos administrativo-estatales de regularización 
de territorios étnicos, son fuertemente atacados, al 
igual que sus autoras.

La cuestión teórico-epistemológica del lugar 
de los peritajes en procedimientos jurídicos y bu-
rocráticos estatales no está en jaque, más bien se 
trata de verlos como un elemento en un juego de 
poder. En consecuencia, es relevante indagar cuál 
sería su lugar y poder efectivo para garantizar los 
derechos de estas colectividades. Nuestro objetivo 
es echar luz sobre la arena político-jurídica en la 
que se presentan los peritajes en Brasil, en procesos 
administrativos, jurídicos, políticos y sociales para la 
garantía de derechos.

En primer lugar, nos enfocamos en los conflic-
tos territoriales, el lugar y el papel de los informes de 
expertos y las agencias del Estado para los derechos 
territoriales étnicos en el país a partir del ejemplo 
emblemático de los indígenas kaiowá. Pretende- 
mos señalar los problemas y obstáculos que generan 
los niveles de mediación para la regularización de te-
rritorios para las comunidades. Luego examinamos 
los obstáculos en la judicialización y politización de 
estos procesos, con base en las contestaciones de los 
peritajes. Por último, presentamos elementos para 
hacer evaluaciones de carácter general.

Conflictos territoriales, lugar y papel  
de los peritajes y las agencias del Estado

Desde mediados del siglo xx, varias comunidades 
de pueblos indígenas de Brasil han pasado por pro-
cesos de despojo. En general, esto es consecuencia 
de la privatización de tierras y la ruptura de lazos 
clientelares, que permitían la permanencia en la 
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tierra. En términos públicos, lo más impactante de 
ese proceso ha sido la búsqueda de la autonomía 
emprendida alrededor de la década de 1980, que 
habla de “retomadas”, como acciones políticas de 
resistencia y reocupación de la tierra.2

Para comprender lo que está en juego, conside-
remos el conflicto más grave del país en los últimos 
20 años, entre comunidades del pueblo kaiowá y 
estancieros. A partir de un proceso de colonización 
del entonces estado de Mato Grosso, en la región 
centro-oeste, sobre todo desde la década de 1940, 
personas no indígenas se apropiaron del territorio 
de los kaiowá y mantuvieron ahí a las comunidades 
como mano de obra para consolidar las estancias. 
En la década de 1970, la mecanización agrícola, en 
particular para el cultivo de soya, liberó esta mano 
de obra, que fue expulsada casi en su totalidad de 
las pequeñas tierras reservadas entre 1915 y 1928 
por el Estado. Según los datos que recolectamos en 
el trabajo de campo, al menos 40 comunidades 
condujeron un movimiento de reocupación de 
los territorios entre 1980 y 2015 (Almeida, 1991; 
Brand, 1997; Cavalcante, 2013; Mura, 2019). El 
crecimiento y la expansión del sector llamado agro-
negocio se convirtió en una fuerza represora de este 
movimiento. Las comunidades fueron atacadas y 
varios de sus miembros y líderes políticos asesinados 
(Benites, 2014).

Según la Constitución, el Estado es responsable 
de delimitar y demarcar los territorios étnicos por me-
dio de un proceso administrativo, con dos agencias a 
cargo: la Fundação Nacional do Índio (Funai), para 
los indígenas, y el Instituto Nacional de Coloni-
zação e Reforma Agrária (incra) y la Fundação 
Cultural Palmares (fcp), para los quilombolas 
—comunidades afrodescendientes vinculadas a la 
esclavitud histórica y la diáspora negra en Brasil 
(Leite, 2000; O’Dwyer, 2005)—. Excepto los muy 
raros casos de compra de tierras del Estado y las 
donaciones, todavía más raras, es imprescindible 
hacer estudios antropológicos y elaborar un informe 

que demuestre los vínculos de las comunidades con 
el territorio y sus formas de ocupación. La Funai y el  
incra hacen los trámites de las etapas: crean los 
grupos técnicos, legalmente coordinados por una 
antropóloga, analizan los informes producidos, los 
aprueban o no, hacen la demarcación física de los lími-
tes del territorio y lo registran de manera formal.

En general, en términos etnográficos y teóri-
cos, no hay problemas con la calidad de los infor-
mes. Para seguir las normas legales que orientan su 
elaboración, son analizados por el cuerpo técnico 
de la Funai y el incra, que envía dictámenes a sus 
autoras. En cambio, lo más común es que las partes 
contrarias a las comunidades étnicas judicialicen el 
proceso. A pesar de que los informes son aprobados 
por las agencias estatales, de acuerdo con la exper-
tise antropológica y sus herramientas, los oposito-
res acusan a los especialistas de inventar datos para 
crear territorios falsos. También les imputan la par-
cialidad, siempre a favor de los grupos con los que  
trabajan, por lo tanto, no pueden ser peritos. Es un 
hecho que desde comienzos del siglo xxi los estan-
cieros atacan a los antropólogos que subsidian traba-
jos de regularización de territorios étnicos. A partir 
de la exportación de mercancías, este segmento 
social se ha constituido en un grupo económico 
y político fuerte, algunos son incluso diputados y 
senadores.

Es importante volver a ciertos hechos histórico-
políticos en Brasil. En la posdictadura militar, en 
1985, una asamblea constituyente, con la partici-
pación del movimiento indígena y profesionales de 
la antropología, elaboró una nueva Constitución, 
aprobada en 1988, en la que el Estado reconoció 
en forma explícita las particularidades culturales 
y los derechos territoriales de los pueblos indíge-
nas y comunidades afrodescendientes, entre otras 

2 Véase Oliveira (2018) y el dosier de ese número de Vibrant.
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colectividades. Entonces comenzó un proceso so-
ciopolítico de reconocimiento de grupos llamados 
comunidades tradicionales. En este marco, el ca-
rácter represivo colonial se invirtió y se reconocie-
ron formas sociales que habían sido relegadas por el 
Estado, al mismo tiempo que se validó una variedad 
de formas de posesión y se sacó a la luz la compleji-
dad de las identidades colectivas (Arruti, 2010).

Estas colectividades tienen en común las lu-
chas por el mantenimiento de territorios —a me-
nudo expropiados—, el acceso a derechos sociales 
básicos y el reconocimiento de sus modos de vida. 
El movimiento por el reconocimiento identita-
rio incluye el elemento de la demanda territorial. 
Aquí cobran relevancia los informes antropológicos 
como pieza clave en el proceso administrativo de 

reconocimiento territorial por vía administrativa y 
en procesos judiciales.

En primer lugar, se crea el grupo técnico que 
elaborará el informe, coordinado por una antropó-
loga y conformado por especialistas en evaluaciones 
ambientales y mensuras para levantamiento docu-
mental y en campo. En el caso indígena, el artículo 
231 de la Constitución establece que “son reconoci-
dos los indios, su organización social, costumbres, 
lenguas, creencias y tradiciones, y los derechos 
originarios sobre las tierras que tradicionalmente 
ocupan” (Presidência da República, 1988). El de-
creto 1.775 (Presidência da República, 1996) y la 
portaria 14 (Ministério da Justiça, 1996) establecen 
y detallan que los informes deben presentarse por 
apartados, con los siguientes datos: 1) generales sobre 

tonico benites  Levantamiento para la identificación de la Tierra Indígena Iguatemipegua I, kaiowá, en Tacuru, Mato Grosso do Sul, octubre de 2010.
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el grupo; 2) sobre la habitación permanente; 3) ac-
tividades productivas; 4) medio ambiente; 5) repro-
ducción física y cultural; 6) relevamiento agrario, y 
7) propuesta de delimitación.

Cuando el informe se aprueba, da paso al pe-
riodo para presentar documentos u otros elemen-
tos que podrían debatir la ocupación indígena. Las 
partes contrarias a los indígenas no sólo cuestionan 
este proceso administrativo, sino que lo impugnan 
en tribunales.

Los peritajes para los casos de las comunidades 
quilombolas se reglamentan en el artículo 68 del 
Ato das Disposições Constitucionais Transitórias 
de la Constitución de 1988 y en el decreto 4.887 
(Presidência da República, 2003). Además, las co-
munidades afrodescendientes suelen incluirse en 
los artículos constitucionales 215 y 216, que remi-
ten a “modos de saber, crear y hacer” específicos. 
La fcp, entidad pública vinculada al Ministério da 
Cidadania, es responsable de la emisión del certi-
ficado de “autorreconocimiento”, con base en la 
conciencia de su identidad indígena, como establece 
el Convenio 169 (oit, 1989), cuyas determinacio-
nes se establecen en el decreto 10.088 (Presidência 
da República, 2019). Con este certificado, el incra 
o las instituciones regionales encargadas abren el 
proceso para elaborar un informe.

También para los quilombolas el proceso es 
frenado por los procedimientos burocráticos del  
incra. Ahí hay una gran cantidad de procesos para-
lizados, desde los que buscan sólo la reivindicación 
de las comunidades, sin grupos de trabajo para el 
campo y los informes, hasta otros, con los informes 
circunstanciado y técnico de identificación y deli-
mitación sin análisis o aprobación, pero la mayoría 
está detenido por judicialización. A este panorama 
se suma la reducción constante del presupuesto y 
el salario del personal de las agencias desde, por lo 
menos, 2015, en un claro proceso de liquidación.

Otro aspecto importante es la serie de cambios 
en el dispositivo del incra para regular los informes. 

Cuando se establece una instrucción normativa 
(in) —instrução normativa—, le suceden otras que la 
modifican. La primera in sobre el procedimiento 
para identificar y demarcar tierras, emitida en 2004, 
fue la número 16. Indicaba la elaboración de un 
informe técnico de identificación compuesto por 
levantamientos cartográficos, territoriales, agronó-
micos, ecológicos, geográficos, socioeconómicos e 
históricos; de memorial vegetal y descriptivos; re-
gistro de quilombolas y ocupantes no quilombolas; 
relevamiento de la cadena de dominio; otros docu-
mentos relacionados con el perímetro del territorio 
quilombola, y un dictamen final del incra. Todavía 
tenía grietas. Por ejemplo, no había instrucciones 
para resolver una situación de superposición de títu-
los de propiedad válidos. En 2005 fue reemplazada 
por la in 20, que agregó el informe antropológico 
de caracterización histórica, económica y sociocul-
tural de la comunidad y el relevamiento de áreas 
superpuestas. Entre sus carencias estaba la falta de 
apoyo al trabajo y la contratación de antropólogas 
para atender la demanda de las comunidades.

En 2008, la in 49 estableció más contenidos 
para los componentes del informe. Los movimientos 
quilombolas lo denunciaron como un retroceso, con 
más burocracia. El año siguiente, la inestabilidad 
política interna quedó expuesta con la publicación 
de la in 56, el 7 de octubre, revocada 13 días des-
pués por la in 57, en un claro retorno a la norma 
más restrictiva. En suma, de la in 16 a la in 57 han 
aumentado las exigencias, con el argumento oficial 
de que se trata de un perfeccionamiento, pero los 
quilombolas lo interpretan como una concesión a 
sus opositores.

En fechas recientes ha destacado otro meca-
nismo: la auditoría interna. Podemos examinarlo en 
el caso emblemático del territorio de Morro Alto, 
en Rio Grande do Sul, que atraviesa un complejo 
proceso de regularización (Barcellos et al., 2004). 
Hace casi 20 años que la comunidad de 456 fa-
milias quilombolas busca regularizar el territorio 
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donado a sus descendientes durante el periodo de 
la esclavitud. Según la nota de la Confederação 
Nacional das Associações dos Servidores do incra 
y la Associação Nacional dos Servidores Públicos 
Federais Agrários, del 20 de agosto de 2021, este 
mecanismo es de 2019 y actúa en la descalifica-
ción de los informes elaborados y aprobados por 
la agencia para impedir la titulación de tierras. La 
nota critica la ausencia del incra en la gobernanza 
territorial y la regularización de los territorios qui-
lombolas con base en la legislación. Sin bases con-
ceptuales o teóricas sobre derechos colectivos, un 
diputado ruralista de Rio Grande do Sul se opuso 
al caso de Morro Alto. La relatoría de la auditoría 
concluyó debido a la nulidad del informe antropo-
lógico, pero el caso sigue en disputa legal.

A la espera de una auditoría interna que se de-
sarrolla en todo el país —trámite que no forma parte 
de las normativas—, muchos procesos están parali-
zados. En este punto, falta considerar lo que pasa 
con los peritajes en la instancia judicial. Volcaremos 
la atención hacia sus cuestiones específicas para deli-
mitar el lugar de las antropólogas también ahí.

Obstáculos en la judicialización y politización  
de los peritajes y sus autoras

La judicialización de los procesos administrativos 
para demarcación suele pasar por instancias sucesi-
vas de la justicia. De manera casi invariable, en las 
instancias locales —inferiores— de la justicia se han 
tomado decisiones contra los indígenas o los qui-
lombolas. Después, los casos pasan por varias ins-
tancias de apelación y es imposible medir en cuánto 
tiempo se les dará resolución; pueden pasar años, y 
hasta más de una década, sin juzgado en el Supremo 
Tribunal Federal (stf), la última instancia. Durante 
la disputa, los terratenientes mantienen la posesión 
de la tierra. De este modo, la judicialización es una 
estrategia para ganar tiempo y permanecer en el 

territorio (Arruti, 2008; Mura y Barbosa da Silva, 
2018). Para reocupar partes de sus territorios, algu-
nas comunidades indígenas se establecen en estos 
lugares, en las llamadas retomadas, y buscan condi-
ciones de vida dignas en los espacios seculares de sus 
vivencias. La respuesta de los terratenientes ha sido 
la violencia.

Ante la judicialización, es necesario observar 
la eficacia de los informes y peritajes para garan-
tizar el derecho al territorio. Hay que sopesar la 
concentración de la tierra en Brasil, incluso entre 
diputados y senadores,3 que implica serios cues-
tionamientos políticos a la implementación de los 
derechos territoriales étnicos, que derivan en pre-
siones en contra, tanto en el Congreso Nacional 
como en los sucesivos gobiernos. Se pueden men-
cionar maniobras que apuntan a la supuesta incons-
titucionalidad del proceso de reconocimiento de las 
comunidades quilombolas, como la Ação Direta de 
Inconstitucionalidade 3.239 (stf, 2018), elaborada 
por congresistas de la bancada del agronegocio, des-
estimada por el stf en febrero de 2018. También 
hay propuestas de cambios constitucionales. Lo que 
se visualiza es una ofensiva gradual contra el proceso 
de ampliación de la base de los derechos étnico-
culturales, sobre todo los territoriales, después de 
30 años de la aprobación de la Constitución. El tras-
fondo de este cuadro presenta un movimiento po-
lítico que aboga por un retroceso en los principios 
constitucionales.

A finales de octubre de 2015, una comisión 
de la Cámara de Diputados aprobó la propuesta de 
enmienda constitucional 215/2000, que plantea la 
modificación de los artículos 49 y 231 sobre dere-
chos territoriales indígenas, que afecta también a los 
quilombolas. Se pretendía dar al Congreso Nacional 
—diputados y senadores— la facultad de aprobar la 

3 De ahí el título sugestivo de “partido de la tierra” en Cas-
tilho (2012).
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demarcación de las tierras de colectividades étnicas, 
que en la actualidad es responsabilidad del poder 
ejecutivo. Una primera propuesta, en 2000, con-
templaba que el Congreso rectificara las demarca-
ciones ya concluidas (Comissão de Constituição e 
Justiça e de Cidadania, 2011). El movimiento in-
dígena y grupos de la sociedad civil respondieron 
con contundencia y la discusión en el Congreso 
no concluyó.

Poco después, desde mediados de noviembre 
de 2015 hasta 2016, se instaló en la Cámara de Dipu- 
tados una comisión parlamentaria de investiga-
ción (cpi) para indagar, en teoría, problemas de 
conducta en la Funai y el incra. Julia Marques 
Dalla Costa destaca que “el requerimiento para la 
cpi n. 16/2015 tenía 16 páginas y mencionaba 27 
veces la antropología”, mientras que el de la comi-
sión 26/2016, “de 116 páginas, hacía 85 referen-
cias”, para concluir que “se revelaba el hecho de la 
antropología como central en el argumento de los 
congresistas” (2019: 65).

Esta acción del Frente Parlamentar da Agro-
pecuária produjo una lista de notificados, en el sen-
tido judicial, entre ellos algunos líderes indígenas y 
miembros de organizaciones no gubernamentales 
indigenistas o quilombolas, y casi todas las antropó-
logas —incluso una de las autoras de este artículo— 
que habían producido informes para la demarcación 
de Tierras Indígenas o quilombolas en algunos es-
tados de Brasil, en particular de aquellos de los que 
provenían los diputados de la comisión. Dalla Costa 
(2019: 60) subraya que las dos antropólogas llamadas 
para deponer sendos informes, uno indígena y otro 
quilombola, fueron convocadas —no invitadas—, o 
sea, eran vistas como refractarias a las intenciones de 
sus convocadores y se cuestionaba su capacidad para 
ejercer sus actividades profesionales.

La acusación fundamental es que el peritaje, 
al ser antropológico, busca demostrar la relación 
de las colectividades étnicas con sus territorios  
y no considera el punto de vista de los no indígenas 

y no quilombolas. Esto los hace tiránicos y temerarios 
(Dalla Costa, 2019), pues los autores “producirían” 
territorios étnicos de manera fraudulenta. Era claro 
que se trataba de un intento de intimidación, des-
legitimación y criminalización del trabajo de los 
expertos en los informes y peritajes. Hasta ahora 
no ha habido medidas judiciales contra las personas 
citadas.

Entonces, si la regularización de la tierra se re-
laciona con una concepción del derecho conectada 
a la territorialidad y la identidad, ésta se confronta 
con las estrategias del Estado, que mantiene una 
posición desarrollista neoliberal en la reordenación 
y flexibilidad de los usos de los territorios, con im-
plicaciones para el acceso a la tierra, los recursos 
forestales y el subsuelo. Estos cambios, por un lado, 
afectan directamente a los pueblos y comunidades 
tradicionales, que ven relegados sus derechos y la 
legislación vigente, y por el otro, refuerzan la pro-
ducción de mercancías agrícolas, la explotación de 
minerales primarios y la construcción de grandes 
obras de generación de energía (Almeida, 2012). 
A lo largo del tiempo, la expansión de la frontera 
agrícola y las áreas urbanas, y el descubrimiento de 
recursos como minerales, madera, agua y otros en 
áreas ocupadas por grupos y comunidades de base 
étnica, combinados con la constante inseguridad 
acerca de la tenencia de la tierra entre estos grupos, 
crearon un contexto de presiones y conflictos.

Como señala Andrey Cordero Ferreira (2011), 
la relación entre territorio, naturaleza y sociedad se 
está reestructurando mediante políticas de creci-
miento económico que interfieren en la gestión de 
los territorios, y en consecuencia, en las decisiones 
sobre las formas de vida de las colectividades étnicas. 
Con esto se materializan violaciones y cuestiona-
mientos de los derechos ya conquistados y se limitan 
nuevas acciones. Como resultado, los conflictos so-
bre el uso de la tierra permanecen y en varios lugares 
se intensifican, en vista de la relajación de los dere-
chos territoriales (Almeida, 2012).
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Llegamos así a un punto importante de la ju-
dicialización. En el escenario nacional, de conflictos 
intensos, el poder judicial actúa para mediar entre 
las partes y supuestamente apaciguar los conflictos. 
En algunos casos —en especial los que puedan for-
mar jurisprudencia, o sea, modelos para decisiones 
generalizables—, el stf no proclama decisiones con 
celeridad, sino que las retrasa ad infinitum. De este 
modo, contribuye a la producción de un aparato 
estatal-burocrático enyesado y lento.

Dos situaciones clave aclaran este hecho. 
Primero, que el proceso para la regularización de 
la Tierra Indígena Ñanderu Marangatu fue judi-
cializado. Despojada de su territorio a pesar de ha-
berse mantenido ahí por décadas como mano de 
obra de los estancieros que se volvieron propietarios, 
en 1998 la comunidad kaiowá de Cerro Marangatu 
decidió retomar su territorio y ocupó una pequeña 
parte. Se hicieron los trabajos de campo para redac-
tar el informe antropológico en 1999 y el proceso 
llegó a su final con la firma del entonces presidente 
Luiz Inácio Lula da Silva. Hubo refutaciones, con 
decisiones judiciales de despojo. El Ministerio 
Público Federal consiguió un acuerdo para que la 
comunidad se quedara en una pequeña fracción del 
territorio, delimitada por el informe antropológico. 
Las apelaciones llegaron al stf y desde 2005 hasta 
ahora el proceso no tiene fecha de juicio, está de-
tenido por un mandato que suspendió los efectos 
del decreto de demarcación.4 Entre tanto, la comu-
nidad decidió ocupar sin una decisión judicial casi 
todo el territorio que será demarcado. Se vislumbra 
que, en el cuadro de conflictos del país, cualquier 
decisión genera jurisprudencia para juicios posterio-
res, en todas las tierras.

La otra situación es la Tierra Indígena Ibirama- 
La Klãnõ, en su mayoría del pueblo xokleng, pero 
también de los kaingang y guaraní, en el sur de Brasil. 
El informe antropológico de 1996 la delimitó con 
15 000 ha, y otro informe, de 2003, reconoció la 
ocupación de un área más amplia. El gobierno del 

estado de Santa Catarina sostiene que la tierra rei-
vindicada era pública y fue vendida a personas no 
indígenas durante la colonización europea, por lo 
tanto, no sería de posesión indígena exclusiva. Se 
ve un contraste entre la visión del derecho positivo, 
a partir de la idea de posesión civil, y posesión pro-
piamente indígena, de uso y ocupación territorial 
específica de cada pueblo.

Un dato importante es que dos diputados fe-
derales de Santa Catarina, Valdir Colatto —que en 
2015 participaría en la cpi de la Funai y el incra— 
y João Matos, elaboraron en 2008 un decreto que 
anulaba la ampliación de la Tierra Indígena: “nunca 
hubo, y no hay, criterios seguros para demarcar 
áreas indígenas, la sociedad queda a merced del en-
tendimiento personal del antropólogo que hace el 
trabajo en un momento determinado” (citado en 
Fellet, 2021).

El proceso llegó al stf en diciembre de 2016, 
y en 2019, al empezar el juicio, estableció que su 
decisión para este caso valdría en todos los casos de 
tierras en el país. El caso se paralizó por cuestiones 
formales y hubo retomada en junio de 2021. El su-
ceso ha atraído la atención de todos los organismos 
representativos de los ruralistas, incluso diputados y 
senadores. Surgió entonces una arena de presiones 
por ambos lados. El movimiento indígena llevó a 
Brasilia —sede del stf— más de 6 000 personas de 
casi todos los pueblos indígenas del país. Hubo otra 
paralización y una retomada en agosto. De nuevo, 
las dos partes se movilizaron en Brasilia y hubo reto-
mada a comienzos de septiembre. Al final, con sólo 
dos ministros, uno que votaba a favor y el otro en 
contra, un tercer ministro echó mano del recurso de 
pedir vista y retirar el proceso de votación para ana-
lizar el caso con más tiempo. Cuando los ministros 

4 En 2009, dos representantes de la comunidad fueron al stF 
a pedir que se votara el proceso (Cimi, 2009).
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evalúan que una votación es problemática, pueden 
suspender el juicio por tiempo indeterminado.

En este punto, vale recordar lo que Laura 
Nader (1996) propuso como “armonía coercitiva”. 
Al analizar los efectos del modelo de resolución de 
conflictos a partir de una ideología de conciliación, 
Nader destaca que este modelo mantiene el balance 
desigual de fuerzas en una disputa jurídica entre 
partes con poderes asimétricos. De este análisis nos 
importa recuperar el insight de su perspectiva del 
modelo legal de “armonía” como una “técnica de 
pacificación”. A final de cuentas, la forma de actuar 
del stf, al retardar una decisión, aparece como esta 
“técnica de pacificación”, claramente negativa para 
las comunidades más fragilizadas.

Consideraciones finales

Cabe preguntarse si los estudios periciales son ne-
cesarios sólo en mediaciones colonialistas, o en 
términos de Escalante Betancourt (2012: 33): “¿es 
sólo un artilugio del ventrílocuo que disfraza un 
monólogo positivista?”. Es importante observar que 
en un Estado-nación colonizado y esclavista por 
siglos, en el que la voz y la persona indígena o afro-
descendiente están mediadas por expertos en los 
juicios, como una sombra, las reacciones sociopo-
líticas contra los peritajes y sus autores evidencian 
que no es sencillo pensar en la relación entre el que-
hacer antropológico y un aparato colonialista estatal 
de gestión de la población, del que forma parte de 

Patrícia dos santos Pinheiro  Quilombolas de la municipalidad de Coremas, sertón de Paraíba: el anciano Tomaz do Doce, de Santa Tereza; Bia, de Mãe 

d’Água, y Desterro, de la Unión de las Comunidades Quilombolas de Coremas, Santa Tereza, Coremas, Paraíba, noviembre de 2021.
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alguna manera (Lima, 2002), sin considerar que la 
búsqueda de su fragilización es un intento de tras-
fondo aún más colonialista.

Esta perspectiva no intenta ignorar uno de los 
principios fundamentales del aparato de justicia mo-
derno, según Michel Foucault (1995), de que hay 
una verdad que será alcanzada, en este caso, por 
medio del conocimiento objetivo del experto, que 
estaría por encima de las partes interesadas como 
técnico del juez. Es necesario ver las cosas desde 
otro ángulo. En primer lugar, que el juez puede no 
tomar en cuenta el informe que ha demandado. En 
segundo lugar, como hemos visto en situaciones 
marcadas por conflictos frente a la judicialización, el 
stf ha decidido no decidir.

Si retomamos a Laura Valladares (2012), 
acerca de la estrategia de poder que el peritaje 
contrapone, podemos responder con una lectura 
a partir de Foucault, para analizar lo que los infor-
mes de expertos significan en Brasil en términos 
políticos: cuando se concretan como una posibi-
lidad de garantía de derechos y afectan intereses 
dominantes, son percibidos como problemáticos. 
En su contenido, los pertitajes traen verdades 
“subversivas” (Foucault, 1984). Cuando existe la 
posibilidad de no considerarla, el poder de esa ver-
dad desaparece, aunque se presenta en un informe 
administrativo oficial o en peritajes judiciales que 
buscan el cumplimiento de un derecho constitu-
cional, como la posesión de territorios étnicos. Es 
claro que en la instancia administrativa estatal los 
informes periciales son un instrumento de poder. 
Se ha hecho evidente por qué los opositores de las 
colectividades étnicas atacan estos instrumentos en 
las instancias judiciales.

En el marco de la colonialidad/decolonialidad 
hay otra clave para el análisis. Según sus teóricos, no 
se puede hablar de colonialismo y poscolonialismo 
como momentos secuenciales, sino como referen-
cias a relaciones de poder asimétricas en la domi-
nación instaurada en el siglo xvi en el continente 
americano. En ese sentido, Aníbal Quijano (2014) 
sugiere el concepto de “colonialidad del poder”, es 
decir, un patrón específico e histórico de poder que 
marca la modernidad sobre las poblaciones ame-
rindias. Aquí hemos analizado los efectos de este 
patrón en los derechos de los pueblos indígenas y 
comunidades quilombolas en el Brasil contemporá-
neo; hemos considerado diversos agentes, intereses y 
presiones, para constatar que acaban por conjugarse, 
en un movimiento inercial, para evitar rupturas en el 
“estado de cosas” territorial.

En este Estado-nación, resultado de un largo 
proceso colonial, con una estructura de poder ex-
tremadamente jerarquizada en su “situación histó-
rica” actual (Oliveira, 1988),5 aunque la experiencia 
antropológica sea ampliamente reconocida en las 
instancias administrativas y el stf, los sectores do-
minantes relacionados con la tierra consideran los 
peritajes como obstáculos. Un punto clave es que 
los derechos constitucionales se piensan y se admi-
nistran sobre una base fundamentalmente política y 
económica, más que jurídica, de modo que la posi-
bilidad de que las colectividades étnicas vivan según 
sus propias visiones e intereses se ve por completo 
obstaculizada. 

5 João Pacheco de Oliveira toma como punto clave la distri-
bución de poder entre los agentes, que se expresa en un 
determinado momento.
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